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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato, 10 diez de junio de 2025 dos mil 

veinticinco. 

En seguimiento a la iniciativa con proyecto de decreto, a efecto 

de expedir la Ley del Registro de Deudores Alimentarios Morosos del 

Estado de Guanajuato; así como reformar el artículo 104 de la Ley de 

Movilidad del Estado de Guanajuato y sus Municipios, el artículo 42 de 

la Ley de Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato y el 

artículo 27-1 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

del Estado de Guanajuato, se señala lo siguiente: 

MARCO LEGAL 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

En atención a lo anterior, los comentarios que integran el presente 

documento solo constituyen la opinión jurídica de este Órgano 



 

2 

 

Jurisdiccional, en función de los alcances y efectos que se pretenden 

dar a la iniciativa. 

ANTECEDENTES 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 27 

veintisiete de mayo del presente año, se tuvo por recibida la Iniciativa 

–referida en el proemio del presente– en la Secretaría General de 

Acuerdos, para efecto de opinión jurídica de este Tribunal.  

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

fundamento en el artículo 27, fracción VII, de la Ley Orgánica del 

Tribunal, por parte de la Secretaría General de Acuerdos de dicho 

Órgano de Justicia, se listó como asunto general la petición referida en 

el punto que antecede para los efectos conducentes. 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria número 20, celebrada el 30 treinta de mayo de del año 2025 

dos mil veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal, y se remitió un 

tanto de la Iniciativa a los Magistrados que lo integran, para efecto de 

recabar sus consideraciones, y posteriormente conformar la opinión 

jurídica respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el 

artículo 27 fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal. 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Extraordinaria de Pleno número 27, celebrada el 5 

cinco de junio de 2025 dos mil veinticinco, se aprobó este documento 
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en los términos que más adelante se detallan; en consecuencia, se 

conformó la actual opinión jurídica. 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa presentada por el grupo 

parlamentario de «Movimiento Ciudadano», a efecto de expedir la Ley 

del Registro de Deudores Alimentarios Morosos del Estado de 

Guanajuato; así como reformar el artículo 104 de la Ley de Movilidad 

del Estado de Guanajuato y sus Municipios, el artículo 42 de la Ley de 

Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato y el artículo 27-

1 de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado 

de Guanajuato; y que en lo esencial hace referencia a los argumentos 

que a continuación se exponen: 

-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

Antecedente: 

La iniciativa en estudio plantea esencialmente: 

a. Modificar el tiempo para ser considerado como deudor 

alimentario moroso, pasando de noventa a sesenta días, además 

de que también se propone que el deudor sea considerado 

como moroso, cuando incumpla su obligación por tres meses o 

más de forma alternada; 

b. Modificar la naturaleza del Registro Civil, a efecto de que la 

operación y coordinación del Registro de Deudores Alimentarios 

Morosos del Estado de Guanajuato se traslade del Registro 

Público de la Propiedad a la Dirección General del Registro Civil;  
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c. Crear la Ley del Registro de Deudores Alimentarios Morosos del 

Estado de Guanajuato, para organizar la administración del 

registro, establecer cuáles son las autoridades competentes y sus 

respectivas atribuciones, regular el procedimiento de inscripción 

en el registro, su cancelación, la emisión de certificados y los 

impedimentos derivados de estar inscrito en el registro; 

d. Se establece que el registro tiene como finalidad evitar que las 

personas incumplan con sus obligaciones alimentarias y 

concentrar la información de personas deudoras alimentarias 

morosas, a fin de dar efectiva protección y restitución de los 

derechos de niñas, niños y adolescentes, principalmente; 

e. Encargar al Registro Civil la atribución de expedir los certificados 

en los que conste si una persona se encuentra, o no, inscrita como 

deudor alimentario moroso; 

f.  Coordinar al Registro Civil con el Registro Público de la Propiedad 

para anotar el certificado en los folios reales en los que sea 

propietario el deudor alimentario moroso para evitar su 

enajenación;  

g. Otorga la atribución al Registro Civil para celebrar convenios, a 

efecto de que el moroso sea reportado en el buró de crédito; 

h. Y que, cuando las personas soliciten matrimonio, el Registro Civil 

informe a los contrayentes si alguno de ellos se encuentra en el 

registro; 

i. La propuesta incluye que sea la Procuraduría Estatal de 

Protección de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de 

Guanajuato la institución encargada de vigilar el correcto 

funcionamiento del registro, dejando a su facultad reglamentaria 

el establecimiento de los mecanismos y procedimientos para tal 

efecto; 

j. Se propone un procedimiento que se inicia mediante la 

promoción de una inejecución de sentencia, la notificación al 

deudor alimentario para que haga valer su derecho a la defensa, 

la resolución de la autoridad competente, la orden al Registro 

Civil para la inscripción en el registro, la solicitud de gravar los 
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derechos reales del moroso en el Registro Público de la 

Propiedad; y 

k. Se propone ampliar las restricciones para las personas deudoras 

alimentarias morosas, que incluirá: 

a. ser nombrada para empleo, cargo o comisión en el servicio 

público (esta restricción de derechos tiene base 

constitucional pues ya se encuentra prevista en la fracción 

VIII del artículo 25 de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Guanajuato, pero es importante que tenga 

un correlativo en la Ley que se propone); 

b. obtener licencias y permisos de conducir; 

c.  participar en candidaturas a cargos de elección popular 

(también con base constitucional);  

d. participar como aspirantes a cargos de titulares de 

juzgados, magistraturas y consejerías del Poder Judicial del 

Estado de Guanajuato y, 

e.  participar como persona proveedora del Estado de 

Guanajuato y sus municipios.  

l. Finalmente, en relación con las restricciones propuestas, se 

propone la modificación del artículo 104 de la Ley de Movilidad 

del Estado de Guanajuato y sus Municipios, y el artículo 42 de la 

Ley de Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo general: 

1. En primer lugar los iniciantes apuntan que el Registro de 

Deudores Alimentarios (RDA) ha mostrados deficiencias, 

«particularmente en la realización de folios reales», sin embargo, no se 

señalan estas. 

Ciertamente, existen dificultades para hacer efectivos los créditos 

por alimentos derivados de los juicios civiles, así como también pueden 

existir un numero mucho mayor de deudores alimentarios morosos que 
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los registrados. Sin embargo, si resulta necesario, para efectos de 

claridad de la iniciativa, señalar cuales son las deficiencias que se 

encuentran particularmente en el RDA. 

Sin demeritar la ardua investigación, ni la veracidad de lo 

señalado en la iniciativa, los datos que se relacionan directamente con 

el RDA; especialmente aquellos que se vinculan con los juicios de 

divorcio y los de alimentos en el estado, no se menciona si son iniciados 

o concluidos; empero, en muchos de los juicios señalados, donde se 

establecen obligaciones de alimentos, no necesariamente todos van 

a ser deudores morosos.  

Tal como lo señalaron los iniciantes, «es necesario que el mismo 

Juez que conoció y resolvió el asunto ordene al Registro Público de la 

Propiedad y Notarías, que lleve a cabo el registro para que haga las 

anotaciones correspondientes a los folios reales donde la persona 

deudora alimentaria morosa sea titular de derechos reales»1. Por lo que 

se considera que, si bien pueden existir deficiencias en el cumplimiento 

de las obligaciones alimentarias, no necesariamente estas derivan del 

RDA. De ahí que, se estima necesaria más precisión. 

 

1 INICIATIVA con proyecto de DECRETO por el que se reforman los artículos 36, 103, 363 

y 363-A, del Código Civil para el Estado de Guanajuato; se expide la Ley del Registro de 

Deudores Alimentarios Morosos del Estado de Guanajuato; se reforma el artículo 104 de la 

Ley de Movilidad del Estado de Guanajuato y sus Municipios; se reforma el artículo 42 de la 

Ley de Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato y se reforma el artículo 27-1 

de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Guanajuato, Pág. 

22. 
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Respecto de las investigaciones realizadas por el delito de 

incumplimiento de las obligaciones de asistencia familiar, tampoco se 

señala cuántas de esas investigaciones realmente fueron concluidas y 

de ellas, en cuantas se tuvo por constituido el delito, dato que así 

considerado, solo es indicativo y no definitorio.  

2. Por otra parte, se considera analizar la necesidad de que sea la 

Dirección General del Registro Civil la encargada del RDA. Tomando 

en cuenta lo siguiente: 

A. Si bien es cierto, que en otras 14 de las 17 entidades que regulan 

el RDA, este se encuentra operado por el Registro Civil, habría 

que valorar la conveniencia, los riesgos y los costos que implica 

modificar las competencias en el estado para operar un registro 

que ya está a cargo de otra autoridad; esto implica contemplar 

recursos presupuestarios, capacitación y sistemas tecnológicos 

compatibles, así como los plazos razonables de actualización e 

interoperabilidad.  

B. Tal como lo señalan los iniciantes: La razón para que este Registro 

«fuera operado por el Registro Público de la Propiedad era la 

posibilidad de gravar los bienes del deudor moroso. La propuesta 

mantiene esa restricción» pero ahora la iniciativa vincula al 

registro Civil a informar al registro Público de la Propiedad, pues a 

este «le seguirá correspondiendo gravar los bienes del deudor 

alimentario moroso para que no se transmitan, modifiquen, 

graven o extinga el dominio del derecho real en perjuicio de las 

personas acreedoras alimentarias y expedir las constancias sobre 

la situación de los inmuebles en cuanto a que no existen 

inscripciones o anotaciones relativas al registro del deudor 

alimentario en el sistema de folios reales». Lo que provocaría la 

dispersión de la información que actualmente ya está llegando 

directamente al Registro Público de la Propiedad, y que podría 
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generar más retrasos en perjuicio de las partes, e incrementos en 

los costos de recursos materiales y humanos.  

3. Ahora bien, en cuanto a la creación de una nueva ley, los 

iniciantes mencionan que solamente un estado (Chihuahua) cuenta 

con una Ley de Registro de Personas Deudoras Alimentarias, y que la 

necesidad de crear esta Ley deriva en que la normatividad 

relacionada con la materia, se encuentran dispersos en varios 

instrumentos normativos. 

Reconociendo la importancia de la concentración normativa, 

relativa al tópico que se atiende en la iniciativa, es oportuno reflexionar 

si la expedición de una nueva ley permitiría una mejor solución al 

problema, si se considera que muchas de las disposiciones especiales 

aún se encuentran dispersas, por necesidad metodológica, en varios 

instrumentos normativos. 

Incluso, la misma iniciativa plantea reformas a Ley de 

Contrataciones Públicas para el Estado de Guanajuato, a la Ley de 

Movilidad del Estado de Guanajuato y sus Municipios y a Ley de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Guanajuato. 

Cabe señalar que, de aprobarse la ley, sería necesaria una revisión 

integral de las diversas legislaciones que inciden en el tema, para 

adaptar las disposiciones al sistema jurídico de Guanajuato, ya que se 

observa que la propuesta está directamente inspirada en la señalada 

legislación de Chihuahua.  

Por lo anterior, sería prudente analizar la pertinencia de crear una 

nueva ley, o apreciar la posibilidad de incluir, por congruencia 
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normativa, algunos de los veinte artículos que se proponen dentro de 

las legislaciones y reglamentos correspondientes. 

4. Por lo que hace a los certificados de inscripción o no inscripción 

en el registro, se considera innecesario generar una regulación estatal, 

en razón a que el artículo 135 Bis de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes ya prevé un Registro Nacional de 

Obligaciones alimentarias. 

En su caso, se sugiere atentamente analizar y buscar las estrategias 

necesarias para que el registro estatal muestre información real, que se 

encuentre actualizado y que esta información se vea reflejada en el 

registro nacional, quien ya cuenta con la infraestructura necesaria 

para emitir los certificados correspondientes de manera ágil y sencilla. 

Además, el artículo ya citado establece la obligación para los 

Tribunales Superiores de los Estados de suministrar, intercambiar, 

sistematizar, consultar, analizar y actualizar la información que se 

genere sobre deudores alimentarios morosos.  

5. Asimismo, se considera innecesario generar un procedimiento 

independiente al juicio del cual derivaron las obligaciones. Pues habría 

mayor inversión de tiempo para los promoventes de este nuevo 

procedimiento, en demerito del derecho de acceso a la justicia. 

Actualmente, para que una persona sea declarada deudora 

alimentaria morosa, se requiere que incumpla con el pago de una 

pensión alimentaria establecida judicialmente. En su caso, si se cree 

que existen deficiencias, se pone en consideración analizar la vía 

incidental, dentro de los mismos juicios de los cuales deriva la 
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obligación alimentaria y su regulación en los ordenamientos 

correspondientes.  Con el objetivo de que el deudor alimentario pueda 

ofrecer pruebas y en su caso se le informen las consecuencias del 

registro.  

6. Finalmente, respecto a las nuevas consecuencias que se 

proponen para el deudor alimentario moroso: 

Como bien se señaló en la iniciativa, «no todos los deudores 

alimentarios morosos tienen inmuebles», por lo que se considera viable 

establecer nuevas consecuencias para los deudores alimentarios, con 

el objetivo de persuadirlos y lograr el objetivo de disminuir la morosidad 

en su pago y el correcto cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 

Pero, también se considera necesario analizar cada una de estas 

consecuencias en lo individual, tal como se detalla más adelante. 

En cuanto a la propuesta de reforma en lo particular: 

Con la salvedad señalada supra líneas, en caso de aprobarse en 

lo general la propuesta, se tienen las siguientes consideraciones en lo 

particular: 

Con relación al artículo 4: En el glosario no se incluyen incisos o 

fracciones, se sugiere estimarlos, por técnica legislativa, dando así 

seguridad jurídica.  

Respecto al artículo 8: En relación con el segundo párrafo del 

artículo 4 que se propone; se reitera que no se considera necesario 

generar la emisión de Certificados de inscripción o no inscripción en el 
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registro estatal, pues lo anterior ocasiona duplicidad de información y 

reprocesos en demerito de la expeditez que debe garantizar este tipo 

de procedimientos. Se sugiere mejorar los canales de comunicación, a 

efecto de suministrar, intercambiar, sistematizar, consultar, analizar y 

actualizar la información que se contiene en el Registro Nacional de 

Obligaciones Alimentarias. 

En la revisión técnica del proyecto de iniciativa, se advierte falta 

de congruencia en las expresiones para referirse a los sujetos de la 

relación jurídica alimentaria. De manera específica, se alternan las 

expresiones “deudor alimentario moroso” y “persona deudora 

alimentaria”, sin una justificación jurídica clara para dicha variación 

terminológica. En contraste, para referirse al sujeto acreedor, se utiliza 

casi exclusivamente la fórmula “persona acreedora alimentaria” en 

forma femenina genérica o neutra.  

Se recomienda que el proyecto de decreto y la ley propuesta 

adopten de manera uniforme, neutra y técnica, la siguiente 

formulación para referirse a los sujetos de la relación alimentaria:  

• Persona deudora alimentaria morosa  

• Persona acreedora alimentaria  

Lo anterior, a fin de dar consistencia jurídica y hacer uso del 

lenguaje incluyente y neutral desde el punto de vista de género, que 

sea compatible con el lenguaje de la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Acceso de las Mujeres a una 
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Vida Libre de Violencia, y otras normativas nacionales e 

internacionales. 

Finalmente, con relación a las nuevas consecuencias jurídicas 

contenidas en el artículo 19: 

Fracción I: Se considera viable, aunque innecesaria su inclusión, 

pues esta ya tiene base constitucional al encontrarse prevista en la 

fracción VIII, del artículo 25, de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Guanajuato. 

Fracción II: No se considera viable, e incluso se estima 

contradictoria, pues el objetivo de la iniciativa es proteger los derechos 

de los acreedores alimentarios, y en algunos casos, el medio de 

sustento de muchas personas, de manera directa o indirecta, tiene que 

ver con la posibilidad de conducir vehículos de motor. Por lo que, limitar 

a los deudores en ese sentido, únicamente traería consecuencias 

perjudiciales para los acreedores. La misma opinión se tiene respecto 

de la propuesta de reforma al artículo 40 de la Ley de Movilidad. 

Fracciones III y IV: Se consideran viables, al tener relación directa 

con la fracción I.  

Fracción V: Aunque se considera viable, también resulta necesario 

analizar tanto su constitucionalidad como si la consecuencia no 

afectaría a los acreedores del deudor alimentario. 

 Esta opinión se estima conducente también respecto de la 

reforma del artículo 42 de la Ley de Contrataciones Públicas.  
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La anterior opinión la emite el Pleno de este Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Guanajuato, con la intención de aportar 

al trabajo legislativo, con el ánimo de construir un mejor estado de 

derecho y proporcionar seguridad jurídica a los particulares y a sus 

derechos humanos, reconocidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 


